	


Magistrado Ponente HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
Exp. Nº 2004-0140

 

Adjunto a oficio Nº 032 de fecha 21 de enero de 2004, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, remitió a esta Sala el expediente contentivo del juicio que por calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos incoara la ciudadana LISBETH COROMOTO CORNIEL FLORES, titular de la cédula de identidad N° 12.105.407, contra la sociedad mercantil FUMIGACIONES FREINCO, C.A., sin identificación en autos.

La remisión se efectuó en virtud de la decisión dictada por el prenombrado Juzgado el 21 de enero de 2004, por la cual declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública, para conocer del caso de autos, y ordenó remitir el expediente a esta Sala a los fines de la consulta prevista en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 62 eiusdem.

El 19 de febrero de 2004, se dio cuenta en Sala y se designó Ponente al Magistrado Hadel Mostafá Paolini, a los fines de decidir la consulta.

Realizado el estudio del expediente, pasa esta Sala a decidir, conforme a las siguientes consideraciones:

I
ANTECEDENTES

 

El 12 de enero de 2004, la ciudadana Lisbeth Coromoto Corniel Flores, introdujo ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, solicitud de calificación de despido, producido -a su decir- el 5 de enero de 2004, por parte de su Jefe inmediato, el ciudadano Freddy Escalona, quien se desempeña en la sociedad mercantil Fumigaciones Freinco, C.A., como Supervisor, donde prestaba sus servicios desde el mes de enero de 2001, en calidad de “aseadora”, por cuanto, según sostiene, se le despidió injustificadamente. Como consecuencia de lo anterior, solicita se proceda a ordenar su reenganche con el consiguiente pago de los salarios caídos.

El 21 de enero de 2004, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, Tránsito y Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, declaró la falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública, y señaló:

 

“...este Tribunal, a los fines de proveer sobre su admisibilidad, considera pertinente hacer las siguientes consideraciones previas:

En fecha 14 de julio de 2003, fue publicado en Gaceta Oficial Extraordinaria N° 37.731, el Decreto Presidencial N° 2.509, mediante el cual el Ejecutivo Nacional garantiza la protección especial del Estado a los trabajadores y trabajadoras, decretando la inamovilidad de quienes laboran en el sector privado y público, regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, por un lapso de seis (06) meses contados a partir de la publicación de dicho decreto en Gaceta Oficial. El mencionado Decreto establece que los trabajadores amparados por sus normas no podrán ser despedidos sin justa causa, calificada previamente por el Inspector del Trabajo de la jurisdicción, conforme al procedimiento previsto en el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo, en el Título VII, Capítulo II, Sección Sexta.

Por su parte el artículo 3° del Decreto Presidencial citado señala que, será Inspectoría del Trabajo quien con preferencia tramitará los procedimientos derivados de la inamovilidad laboral especial consagrada en el presente Decreto, en virtud de su carácter excepcional y transitorio. De otro lado el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que, le corresponde a la Inspectoría del Trabajo de la jurisdicción del trabajador amparado por la inamovilidad que pretenda ser despedido por su patrono, por causa justificada de despido, conocer de dicha situación.

En el orden de ideas expuesto, cabe recordar que, el Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia de fecha 03-04-2001, emanada de la Sala Político Administrativa, estableció que, son las Inspectorías del Trabajo los órganos competentes para conocer de la calificación de despido de un trabajador, durante el período de inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional, criterio que este Tribunal acoge plenamente.

En la situación que corre en autos, la ciudadana LISBETH COROMOTO CORNIEL FLORES ... presenta su solicitud ante este Tribunal en fecha 12 de enero de 2004, encontrándose vigente el Decreto que consagra la inamovilidad laboral referida supra; razón por la cual, este Tribunal concluye que la Inspectoría del Trabajo del Estado Amazonas es el órgano competente para conocer de la presente solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos.

Por lo antes expuesto, este Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, declara la falta de jurisdicción para conocer del presente procedimiento, conforme lo establece el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil. Así se decide”.

II
MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 

Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la consulta del fallo dictado el 21 de enero de 2004, por el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas. Al efecto, observa: 

En reiterada, constante y pacífica jurisprudencia ha sostenido la Sala que existe falta de jurisdicción o defecto de jurisdicción cuando el conocimiento de una controversia no atañe al Poder Judicial venezolano, bien por corresponder su conocimiento a los órganos de la Administración Pública o a un juez extranjero. En el presente caso, ha sido planteada la falta de jurisdicción de los tribunales venezolanos respecto de la Administración Pública.

En atención a lo anterior, esta Sala observa que, el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas declaró su falta de jurisdicción para conocer de la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, señalando que el caso de autos debe ser tramitado ante la Inspectoría del Trabajo respectiva, en virtud que la solicitante, para el momento de su despido, gozaba de la inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional, razón por la cual ordenó remitir el expediente a esta Sala Político-Administrativa de conformidad con lo establecido en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil.

Ahora bien, observa la Sala que el artículo 187 de la novísima Ley Orgánica Procesal del Trabajo, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.504 Extraordinario, de fecha 13 de agosto de 2003, la cual entró en vigencia respecto a la mayoría de su articulado el 13 de agosto de 2003 (artículo 194 eiusdem), consagra en iguales términos en que lo hacía el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, el procedimiento de calificación de despido cuando el patrono pretenda despedir a uno o más trabajadores, el cual, en virtud de la nueva normativa debe ser tramitado y sustanciado por el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución. Asimismo, establece la facultad que tiene el trabajador despedido de poder ocurrir ante el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución de su jurisdicción, si considerase que el despido no estuviese fundamentado en algunas de las causas justificadas establecidas en la Ley al efecto, a fin de que éste califique el despido y ordene su reenganche y pago de los salarios caídos.

Sin embargo, advierte la Sala, que la Ley Orgánica del Trabajo establece situaciones en las cuales es exigida la calificación previa del despido a la Inspectoría del Trabajo, en virtud de la inamovilidad que podrían disfrutar en un momento determinado los trabajadores. Así, entre los trabajadores que para ser despedidos necesitan de la calificación previa por el ente administrativo figuran: a) la mujer en estado de gravidez, b) los trabajadores que gocen de fuero sindical, c) los trabajadores que tengan suspendida su relación laboral y d) los que estén discutiendo convenciones colectivas. Adicionalmente a estos supuestos de inamovilidad que requieren la calificación de despido por ante el respectivo órgano administrativo, se agrega el caso de inamovilidad laboral cuando la misma es decretada por el Ejecutivo Nacional en uso de las potestades que la Constitución y la Ley le confieren.

Así las cosas, observa la Sala que el Tribunal remitente tomó en consideración el régimen de inamovilidad laboral existente así como la prórroga, decretada por el Ejecutivo Nacional, a los fines de declarar la falta de jurisdicción del Poder Judicial frente a la Administración Pública. Ahora bien, dicho régimen de inamovilidad laboral estaba regulado para el momento en que la ciudadana Lisbeth Coromoto Corniel Flores, fue supuestamente despedida, por el Decreto N° 2.509, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 37.731 de fecha 14 de julio de 2003, el cual señala:

“Artículo 1° . Se prorroga desde el 16 de julio de 2003 hasta el 15 de enero de 2004, ambas fecha inclusive, la inamovilidad laboral especial dictada a favor de los trabajadores del sector privado y del sector público regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, contenida en el Decreto 2.271 de fecha once (11) de enero del año dos mil tres (2003) y publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 37.608 del día trece (13) del mismo mes y año.”

“Artículo 2: Los trabajadores amparados por la prórroga de la inamovilidad laboral especial no podrán ser despedidos ni desmejorados, ni trasladados sin justa causa, calificada previamente por el Inspector del Trabajo, de conformidad con el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo. (...)”.

“Artículo 4: Quedan exceptuados de la aplicación de la prórroga de la inamovilidad prevista en este Decreto, los trabajados que ejerzan cargos de dirección, quienes tengan menos de tres (3) meses al servicio de un patrono, quienes desempeñen cargos de confianza, quienes devenguen un salario básico mensual superior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,00) y los funcionarios del sector público, quienes conservaran la estabilidad prevista en la normativa legal que los rige”.

 

En el caso de autos, la accionante alega que el mes de enero de 2001, inició sus labores en la sociedad mercantil Fumigaciones Freinco, C.A., que su despido se produjo el 5 de enero de 2004, que devengaba un salario mensual de doscientos cuarenta y seis mil cuatrocientos bolívares (Bs. 246.400,00) y que el cargo que desempeñaba era el de aseadora; en orden de lo cual resulta evidente que la inamovilidad laboral establecida en el precitado decreto es aplicable a la situación jurídica que exhibe los autos, en tanto que: a) el decreto entró en vigencia el 14 de julio 2003, y b) únicamente quedaban excluidos de la aplicación del decreto los trabajadores que ejercían cargos de dirección, los que tuvieran menos de tres (3) meses al servicio del patrono, los que desempeñaran cargos de confianza y los que devengaran un salario mensual superior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,oo). 

Ello así, tal y como lo apreció el a quo, son las Inspectorías del Trabajo los órganos de la Administración Pública a quienes corresponde el conocimiento de la solicitud de calificación de despido. Así se declara.

 

III
DECISIÓN

En virtud de los razonamientos antes expuestos, esta Sala Político- Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el PODER JUDICIAL NO TIENE JURISDICCIÓN para conocer y decidir la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, incoada por la ciudadana LISBETH COROMOTO CORNIEL FLORES, previamente identificada, contra la sociedad mercantil FUMIGACIONES FREINCO, C.A.

En consecuencia, se confirma la decisión consultada de fecha 21 de enero de 2004, mediante la cual el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Amazonas, declaró su falta de jurisdicción respecto a la Administración Pública.
Publíquese, regístrese y notifíquese. Remítase el expediente al tribunal de origen y copia certificada de la presente decisión a la Inspectoría del Trabajo del Estado Amazonas. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada  y  sellada  en el  Salón  de  Despacho  de la Sala Político-Administrativa  del   Tribunal  Supremo  de Justicia, en Caracas a los trece (13) días del mes de abril del año dos mil cuatro (2004). Años: 193° de la Independencia y 145°  de la Federación. 

           El Presidente, 

LEVIS IGNACIO ZERPA                              

 

El Vicepresidente-Ponente,

       HADEL MOSTAFÁ PAOLINI
                La Magistrada,

YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,
ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
Exp. N° 2004-0140

En trece (13) de abril del año dos mil cuatro, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 00313.
 

 

 

